




sobre la Ley de Costas. El ministro
de Asuntos Exteriores, Miguel Án-
gel Moratinos, también se ha visto
implicado en el asunto. Los consu-
lados en España a los que acuden
los británicos a protestar reco-
miendan quejarse ante el Defen-
sor del Pueblo o llevar el caso al
Parlamento Europeo, algo que ya
han hecho. Representantes alema-
nes se reunieron antes del verano
con el Ministerio de Medio Am-
biente para trasladar quejas pare-
cidas. 
El Reino Unido, por su parte,
comprende que España quiera li-
mitar los daños que ha ocasionado
la urbanización salvaje en la costa,
pero no comparte el método de ex-
propiación. Considera que afecta a
compradores con buena fe y que no
siempre garantiza la seguridad ju-
rídica. La mayoría de los registros
de la propiedad no alertan de si la
propiedad está afectada por un des-
linde o si puede estarlo en el futuro.
En el Ministerio de Medio Ambien-
te no se explican por qué ahora se
ha creado tanta polémica cuando la
Ley lleva en vigor 20 años. 
Alicia Paz Antolín, directora
general para la Sostenibilidad de
la Costa, recomienda a los intere-
sados que vayan a la demarcación
de Costas antes de comprar una
casa en primera línea de playa.
Asegura que allí debe estar el des-
linde con el trazo que delimite la
zona pública y la privada de playa.
Si no está y hay un plan urbanísti-
co debe tener al menos una línea
de deslinde probable, aunque no es
garantía de nada puesto que puede
ser revisado en unos años y aden-
trarse al interior. 
El proyecto de la Xunta. Ante tan-
ta reclamación, la Xunta de Galicia
ha tomado la iniciativa en esta po-
lémica y quiere atribuirse las com-
petencias para influir en los deslin-
des de Costas: el trámite que
delimita la zona pública y la priva-
da de litoral. El Ministerio dice que
ha puesto el asunto en manos de
sus servicios jurídicos para ver si
invade competencias y que aún no
tiene una decisión sobre si recurri-
rá al Constitucional. Ante este pa-
norama, fuentes del Ministerio de
Elena Espinosa dicen que se está
estudiando la cesión de las compe-
tencias de litoral a las Comunida-
des y así acabar con la ingente can-
tidad de protestas que está
generando la Ley en toda España. 
Pero ha sido la propia ministra
de Medio Ambiente, Elena Espino-
sa, la que ha asegurado que todo lo
anterior no supondrá “la modifica-
ción” de la Ley de Costas. El pro-
yecto de Ley General de Navega-
ción Marítima, aprobado por el
Consejo de Ministros el 5 de di-
ciembre y actualmente en tramita-
ción parlamentaria, modifica en
su disposición final la Ley de Cos-
tas. Con la reforma, las concesio-
nes otorgadas a las viviendas cons-
truidas sobre la playa antes de la
ley de 1988 podrán venderse y com-
prarse. Hasta ahora, sólo se podían
heredar y estaba prohibida, salvo
excepciones, la venta. 
Entre un 15 y un 20 por ciento del medio millón de afectados por la Ley de
Costas son ciudadanos no españoles; en su mayoría jubilados del Norte
de Europa
LA Ley 22/1988 de Costas fue aproba-da en aplicación del artículo 132.2 dela Constitución, según el cual son
bienes de dominio público estatal, además
de los que determine la ley, “la zona
marítimo-terrestre, las playas, el mar
territorial y los recursos naturales de la
zona económica y la plataforma continen-
tal”. Objeto de un recurso de inconstitucio-
nalidad, éste fue resuelto por la Sentencia del
Tribunal Constitucional 149/1991. Al mismo tiempo, frente
al Reglamento General para el Desarrollo y Ejecución de la
Ley, aprobado por Real Decreto 1.471/1989 se suscitaron
diversos conflictos de competencia, resueltos por la STC
198/1991, tras la cual aquél fue modificado por Real Decreto
1.112/1992.
Los dos primeros artículos de la Ley definen su objeto y
fines. Aquél, según el artículo 1, estriba en la “determina-
ción, protección, utilización y policía del dominio público
marítimo-terrestre y especialmente de la ribera del mar”.
Una determinación que se lleva a cabo a través de la clasifi-
cación, y consiguientes definiciones, de los bienes que inte-
gran el llamado “dominio público marítimo-terrestre”.
Clasificación y definiciones a las que sigue la articulación
de las piezas maestras que definen el régimen de aquel
dominio, esto es, su indisponibilidad, comprensiva de las
clásicas notas de inalienabilidad, imprescriptibilidad e
inembargabilidad; la regulación de la potestad de deslinde y
los supuestos de afectación y desafectación. 
Una declaración de pertenencia al dominio público esta-
tal que ha de ser completada con lo previsto en la Disposi-
ción transitoria primera. En ésta se disponía la conversión
de los derechos de propiedad privada existentes a la entrada
en vigor de la Ley en el dominio público marítimo-terrestre
(enclaves privados en la zona marítimo-terrestre, playas pri-
vadas) en derechos meramente concesionales, de duración
treintenal prorrogables por otros treinta años. La STC
149/1991 catalogó esta operación como una verdadera expro-
piación forzosa, cuya causa de utilidad pública había de
localizarse en el artículo 132.2 de la Constitución, y cuyo jus-
tiprecio, en el sentido del artículo 33.2 de la Constitución,
venía dado por el otorgamiento de la oportuna concesión.
Una operación, pues, legítima en términos constitucionales
que “reintegraba” al dominio público estatal esos enclaves
de titularidad privada que se habían consolidado, ya en vir-
tud de una sentencia firme ya de la oportuna inscripción
registral, al amparo de la legislación anterior.
La protección del dominio público marítimo-terrestre
halla su expresión en el Título II, que establece determina-
das “limitaciones de la propiedad sobre los terrenos conti-
guos a la ribera del mar”. Unas limitaciones que se concre-
tan en el establecimiento de una serie de servidumbres lega-
les (de protección, de tránsito y de acceso al mar), de otras
limitaciones por razón de la aportación de áridos y del esta-
blecimiento de una zona de influencia, de una anchura no
inferior a quinientos metros a partir del límite interior de la
ribera del mar. En particular, destaca la prohibición de ubi-
car en la zona de servidumbre de protección (cuya anchura
es de cien metros medidos tierra adentro desde el límite inte-
rior de la ribera del mar; veinte metros si se trata de terre-
nos clasificados como suelo urbano a la entrada en vigor de
la Ley) “edificaciones destinadas a residencia habitación”.
La utilización del dominio público marítimo-terrestre se
desglosa en el Título IV. Un régimen basado en la distinción
entre utilización por parte de la propia Administración titu-
lar de aquél y utilización por los particulares. Esta segunda,
inspirada en la necesidad de contar con un título adminis-
trativo en que amparar aquella utilización, puede requerir
ya de una autorización ya de una concesión. La frontera
entre un instrumento y otro viene dada por lo dispuesto en
el artículo 51.1, según el cual “estarán sujetas a previa auto-
rización administrativa las actividades
en las que, aun sin requerir obras o ins-
talaciones de ningún tipo, concurran cir-
cunstancias especiales de intensidad,
peligrosidad o rentabilidad, y asimismo
la ocupación del dominio público maríti-
mo-terrestre con instalaciones desmonta-
bles o con bienes muebles”. 
La Ley de Costas, luego del estableci-
miento del régimen económico-financie-
ro y del correspondiente elenco de
infracciones y sanciones, se cierra con un Título, el VI, dedi-
cado a las “competencias administrativas”. Competencias,
en lo sustancial, de la Administración del Estado, pero 
también de las Comunidades Autónomas y de los
Ayuntamientos. Mención especial merece la previsión de la
letra d) del artículo 115, a cuyo tenor es competencia de los
municipios “mantener las playas y lugares públicos de baño
en las debidas condiciones de limpieza, higiene y salubri-
dad, así como vigilar la observancia de las normas e instruc-
ciones dictadas por la Administración del Estado sobre sal-
vamento y seguridad de las vidas humanas”.
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Según la Constitución son bienes
de dominio público: la zona
marítimo-terrestre, las playas, el
mar territorial y la plataforma
continental
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Privatizar 
la costa
ECOLOGISTAS en Acción, en uno de susúltimos informes, denuncia las malas
prácticas de los ayuntamientos por
recalificar terrenos “no urbanizables” en
“urbanizables” mediante sus planes de
gestión y ordenación urbana (PGOU) y
amparándose en las necesidades
económicas; lo que provoca un “efecto
llamada” de los promotores urbanísticos
que implantan continuamente zonas
residenciales y/o complejos turísticos,
dando lugar a un claro proceso de
privatización de la costa. Ante esta
situación innegable, las organizaciones
de defensa de la naturaleza proponen la
coordinación y cooperación entre
Administraciones como punto de partida
para iniciar una solución factible ante la
situación en la que se encuentran
nuestras costas.
La definición de zona marítimo-
terrestre, playa o mar territorial
se prestan a interpretaciones
bien diferentes.
